
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
MÍNIMO VITAL / REEMBOLSO DE GASTOS DE TRASLADO PARA VALORACIÓN POR LA JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ / IMPROCEDENCIA GENERAL DE LA TUTELA PARA RECLAMAR DERECHOS ECONÓMICOS / SALVO QUE SE AFECTA EL MÍNIMO VITAL O EXISTA UN PERJUICIO IRREMEDIABLE / ÉSTE DEBE SUSTENTARSE Y PROBARSE.
De tiempo atrás, la jurisprudencia constitucional ha señalado que la reclamación de derechos económicos debe darse ante los órganos administrativos o judiciales competentes, salvo que esté en juego el mínimo vital o se evidencie un perjuicio irremediable. 

En la sentencia T-016 de 2015, para citar solo este ejemplo, reiteró la Corte Constitucional que la acción de tutela tiene carácter residual o subsidiario, a la que solo se debe acudir a falta de otra vía de defensa, para preservar el reparto de competencias tribuido por la Constitución Política, a menos que, aun existiendo tales medios, ellos no se adviertan idóneos o lo que se pretenda sea evitar la ocurrencia de un perjuicio de aquella estirpe, Y en este segundo evento, recordó también que “Para determinar la configuración de un perjuicio irremediable, en criterio de este Tribunal, deben concurrir los siguientes elementos: (i) el perjuicio ha de ser inminente, es decir, que está por suceder; (ii) las medidas que se requieren para conjurarlo han de ser urgentes; (iii) el perjuicio debe ser grave, esto es, susceptible de generar un daño transcendente en el haber jurídico de una persona; y (iv) exige una respuesta impostergable para asegurar la debida protección de los derechos comprometidos”.
Descendiendo al caso concreto, se trata de una controversia sobre el reembolso de unos dineros que utilizó el actor para el pago del traslado a la ciudad de Bogotá con el fin de asistir a la Junta Nacional de Calificación de Invalidez a la cual fue citado debido a la apelación presentada por POSITIVA respecto al primer dictamen dado por la Junta Regional, lo que, en su sentir, afecta sus derechos. 

Mas, el demandante no acreditó que la reducción de sus ingresos mensuales pusiera en peligro inminente su subsistencia; su mínimo vital no se resiente, por cuanto expone que recibe el estipendio mensual, menos las deducciones del préstamo que realizó (f. 3, c. 1). 

Y tampoco acreditó que, por efectos de la falta de reembolso del dinero, se le esté generando un perjuicio inminente, grave, de solución impostergable y urgente…
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Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la entidad accionada contra la sentencia del 28 de febrero último, proferida por el Juzgado Cuarto de Familia local, en esta acción de tutela que Juan Carlos Ríos Vélez inició frente a POSITIVA Compañía de Seguros S.A. y la Superintendencia de Salud, actuación a la que fueron vinculadas la Gerencia de Indemnizaciones de Positiva Compañía de Seguros, la Gerencia de Sucursal Tipo B Risaralda de la ARL Positiva Compañía de Seguros y el Fondo de Pensiones “Protección” Regional Occidente y Cafetera.


 


ANTECEDENTES
  



En nombre propio, Juan Carlos Ríos Vélez acudió a este medio en procura de la protección de sus derechos fundamentales a la vida, la salud, la dignidad humana y la integridad personal que considera conculcados por las entidades accionadas.





Informó, en síntesis, que debido a un accidente laboral en el que se afectó gravemente su muñeca izquierda, fue inicialmente valorado por la aseguradora POSITIVA, dictamen con el cual no estuvo de acuerdo, por lo que la Junta Regional de Calificación de Invalidez expidió otra experticia sobre la calificación, resultado que fue apelado por la entidad ARL accionada; en vista de ello le tocó viajar a la ciudad de Bogotá asumiendo personalmente los gastos del traslado. 





Agrega que, “…días después de la nueva valoración (anexo 5), me dirigí a la ARL POSITIVA con el fin de obtener el reembolso de los gastos de traslado y me informaron que debía diligenciar un formulario para solicitud de reembolso persona natural el cual fue radicado en sus instalaciones en la ciudad de Pereira el día 14 de enero de 2019”, sin embargo dicha petición fue negada ya que este gasto debía ser atendido por el paciente.




Finalmente, transcribe algunas normas que indican que los gastos están a cargo de las entidades, y que es una persona de escasos recursos, su ingreso mensual es el salario mínimo, está casado pero su esposa no labora y se dedica al ciudado del hijo común de la pareja.





Pidió, por tanto, ordenar “…a las entidades accionadas el reconocimiento y pago de los viáticos que requiera, para desplazarme a la ciudad de Bogotá a fin de realizarme la valoración médica correspondiente por parte de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez para determinar el origen de mis enfermedades…”. 
  



El Juzgado de primer grado admitió el libelo y ordenó correr traslado por el término de tres días a los todos los demandados y vinculados, arriba citados. 





La apoderada de Positiva Compañía de Seguros SA manifestó que se debe negar la acción constitucional dado que la Corte Constitucional tiene sentado que para el reembolso de dineros no procede la tutela. Ese fue su argumento principal (fls. 38 a 43). 





Por su parte, PROTECCIÓN FONDO DE PENSIONES, solicita su desvinculación, por cuanto “…no es la entidad competente para dar trámite a lo solicitado por parte del afiliado en la presente acción constitucional, toda vez que la enfermedad sufrida por la misma, en primera oportunidad, es de origen laboral y no común” (fls. 44 a 52).




Por último, la SUPERSALUD, pide “Declarar la falta de legitimación en la causa por pasiva…”, puesto que la violación de los derechos que se alegan conculcados, no deviene de una acción u omisión atribuible a ella (fls. 53 a 57). 





Sobrevino la sentencia de primer grado que negó la protección implorada, con el argumento principal de que la acción de tutela no procede para el reembolso de dineros sufragados para el traslado a otra ciudad, para lo cual se apoyó en una sentencia de la Corte Constitucional (fl. 58 a 60). 





Impugnó el actor, con fundamento en el hecho de que el Decreto 1072 de 2015 lo autoriza y hace relación a una serie de sentencias de tutela que, en su concepto, le dan la razón (fls. 67 a 70).
CONSIDERACIONES

Desde 1991 impera en nuestro sistema jurídico la acción de tutela como un mecanismo constitucional que, de acuerdo con el artículo 86 de la Carta, le permite a toda persona acudir a un juez para conseguir la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo amenazados o vulnerados por una autoridad, y en algunos casos por particulares.





En uso de tal prerrogativa Juan Carlos Ríos Vélez, hizo valer sus derechos fundamentales a la vida, la salud y la dignidad humana, comoquiera que, según denunció, POSITIVA no le ha querido reembolsar unos dineros que consiguió prestados y que actualmente son descontados de su nómina, para viajar a la ciudad de Bogotá con el fin de presentarse personalmente ante la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, cita que tenía como origen la apelación que presentó la ARL ante el dictamen de la Junta Regional que calificó el accidente que tuvo de origen laboral. 




El Juzgado de primer grado, se dijo, consideró improcedente el amparo al no ver conculcados los derechos fundamentales invocados por la accionante. 

   



Para decirlo de una vez, la Sala comparte la argumentación ofrecida por el funcionario de primer grado al denegar la salvaguarda impetrada. 





Es preciso hacer ver que, a pesar de que el actor invoca unos derechos que en su concepto están siendo vulnerados, ni la vida, ni la salud, ni mucho menos la dignidad humana, tocan con el asunto aquí puesto en consideración. Más bien, es el derecho al mínimo vital el que se podría advertir afectado, cuando afirma en su demanda que hubo de conseguir prestado el dinero cuyo reembolso reclama, que se lo están descontando de su pago mensual.

Al respecto, es preciso recordar lo enunciado en el numeral 1º del artículo 6º del Decreto Especial 2591 de 1991, según el cual “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante”.

  



De tiempo atrás, la jurisprudencia constitucional ha señalado que la reclamación de derechos económicos debe darse ante los órganos administrativos o judiciales competentes, salvo que esté en juego el mínimo vital o se evidencie un perjuicio irremediable. 

  



En la sentencia T-016 de 2015, para citar solo este ejemplo, reiteró la Corte Constitucional que la acción de tutela tiene carácter residual o subsidiario, a la que solo se debe acudir a falta de otra vía de defensa, para preservar el reparto de competencias tribuido por la Constitución Política, a menos que, aun existiendo tales medios, ellos no se adviertan idóneos o lo que se pretenda sea evitar la ocurrencia de un perjuicio de aquella estirpe, Y en este segundo evento, recordó también que “Para determinar la configuración de un perjuicio irremediable, en criterio de este Tribunal, deben concurrir los siguientes elementos: (i) el perjuicio ha de ser inminente, es decir, que está por suceder; (ii) las medidas que se requieren para conjurarlo han de ser urgentes; (iii) el perjuicio debe ser grave, esto es, susceptible de generar un daño transcendente en el haber jurídico de una persona; y (iv) exige una respuesta impostergable para asegurar la debida protección de los derechos comprometidos”
. 

  



Descendiendo al caso concreto, se trata de una controversia sobre el reembolso de unos dineros que utilizó el actor para el pago del traslado a la ciudad de Bogotá con el fin de asistir a la Junta Nacional de Calificación de Invalidez a la cual fue citado debido a la apelación presentada por POSITIVA respecto al primer dictamen dado por la Junta Regional, lo que, en su sentir, afecta sus derechos. 

  



Mas, el demandante no acreditó que la reducción de sus ingresos mensuales pusiera en peligro inminente su subsistencia; su mínimo vital no se resiente, por cuanto expone que recibe el estipendio mensual, menos las deducciones del préstamo que realizó (f. 3, c. 1). 

  



Y tampoco acreditó que, por efectos de la falta de reembolso del dinero, se le esté generando un perjuicio inminente, grave, de solución impostergable y urgente; tan no lo es que los descuentos que aduce se le vienen haciendo periódicamente, lo que amortiza su situación. 
 



Sobre el particular, ha decantado la Corte Constitucional, en a situaciones parecidas, como cuando se pide el reembolso de dineros relacionados con asuntos de salud, que, como regla general, es improcedente acudir a esta vía. Dijo en una oportunidad: 

“En principio, la acción de tutela es improcedente para obtener el reembolso de gastos médicos, toda vez que la presunta afectación o amenaza del derecho fundamental a la salud (en la que pudo incurrir la entidad encargada del servicio de salud) se entiende ya superada con la prestación del mismo. Además, el ordenamiento jurídico tiene previstos otros mecanismos de defensa judicial a los que puede acudir el usuario para obtener el pago de las sumas de dinero por ese concepto
. 

Cuando el servicio de salud ya ha sido brindado, es decir, cuando la persona accede materialmente a la atención requerida, se entiende garantizado el derecho a la salud, luego, en principio, no es viable amparar el citado derecho cuando se trata de reembolsos, en tanto la petición se reduce a la reclamación de una suma de dinero. Como alternativas para dirimir esta clase de conflictos se encuentran la jurisdicción ordinaria laboral
 o el mecanismo jurisdiccional ante la Superintendencia Nacional de Salud (Subraya el Despacho)

(…)

Sin embargo, esta Corporación ha reconocido que hay circunstancias especiales que ameritan la intervención del juez constitucional, de manera excepcional y éste puede aplicar las reglas jurisprudenciales para determinar la procedencia del amparo solicitado, más aún cuando se vea conculcado el derecho fundamental al mínimo vital
.

Puestas de esta manera las cosas, avala esta Sala la posición del funcionario de primer grado; por tanto, se confirmará el fallo. 




DECISIÓN  

  



Por lo expuesto, el Tribunal Superior de Pereira, Sala Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia del 28 de febrero del 2019, proferida por el Juzgado Cuarto de Familia local, en esta acción de tutela que inició Juan Carlos Ríos Vélez frente a POSITIVA Compañía de Seguros SA y Superintendencia de Salud, actuación a la que fueron vinculadas Gerencia de Indemnizaciones de Positiva Compañía de Seguros, Gerencia de Sucursal Tipo B Risaralda de la ARL Positiva Compañía de Seguros y el Fondo de Pensiones “Protección” Regional Occidente y Cafetera.





Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

    



Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese.  

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


       DUBERNEY GRISALES HERRERA   
       Salvamento de voto
� Véanse, entre otras, las Sentencias T-225 de 1993 y T-808 de 2010.


� SentenciasT-346 de 2010, T-584 de 2013, T-105 de 2014, T-925 de 2014, T-171 de 2015, T-395 de 2015, T-124 de 2016 y T-148 de 2016.


� Artículo 2, numeral 4 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social modificado por la Ley 1564 de 2012 artículo 622


“Artículo 2:


(…)


“4. Las controversias relativas a la prestación de los servicios de la seguridad social que se susciten entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los empleadores y las entidades administradoras o prestadoras, salvo los de responsabilidad médica y los relacionados con contratos”.


(…)”


� Sentencia T-925 de 2014.
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